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LAUDO  que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por D. XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX, sobre posible vulneración del derecho información del socio.


ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 9 de mayo de 2013 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, en la que denunciaba una posible vulneración de su derecho de información por parte de la entidad cooperativa XXXXX, al no haberle facilitado determinados documentos previamente requeridos.  

SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 5 de diciembre de 2013, teniendo entrada en el registro de la Comisión de Arbitraje el día 9 de diciembre siguiente.  

TERCERO: Designado con fecha 8 de mayo de 2014 el árbitro que suscribe el presente Laudo con objeto de dirimir la cuestión planteada, las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el pasado 24 de junio de 2014 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

	Compareció en la fecha acordada D. XXXXX, otorgando representación en ese momento al Letrado XXXXX, adscrito al Ilustre Colegio de Abogados de Toledo con el número XXX; por parte de la cooperativa compareció D. XXXXX, en su calidad de Presidente del Consejo Rector de la entidad.  

En la referida comparecencia ambas partes procedieron a ratificar íntegramente sus escritos de solicitud de arbitraje y contestación, dando por reproducidas las alegaciones vertidas en los mismos, insistiendo el demandante en que consideraba vulnerado su derecho de información al no habérsele facilitado aún los documentos que en su día solicitó. Asimismo, como pruebas a tener en cuenta, ambas partes se remitieron a la documentación que en ese momento obraba en el expediente arbitral.

Durante el transcurso de la comparecencia se atisbó la posibilidad de que ambas partes alcanzaran un acuerdo que pudiera poner fin a la cuestión litigiosa planteada. Dicha solución pasaba necesariamente por la necesidad de que el Secretario de la entidad demandada, con el visto bueno de su Presidente, certificara nuevamente el contenido de los documentos que en su día fueron solicitados, siendo acordada entre ambas partes la redacción definitiva de ese documento. Pues bien, a la fecha en la que se dicta el presente Laudo, el árbitro que suscribe no ha tenido conocimiento ni ha sido incorporado al expediente arbitral ese certificado con el que, tal y como se ha indicado, se pretendía poner fin de forma amistosa al litigio que nos ocupa. 

Por otra parte, teniendo en cuenta en primer lugar que el artículo 28.1 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, establece de forma expresa que el plazo para la emisión del Laudo no debe ser superior a tres meses desde que se produce la aceptación de la designación por el árbitro; en segundo lugar, que en el presente caso la referida aceptación tuvo lugar el 14 de mayo de 2014; y, por último, teniendo en cuenta en  tercer lugar que hasta la fecha no existe constancia de que el procedimiento que nos ocupa pueda ser finalmente resuelto por acuerdo de las partes, se hace necesario por todo ello entrar en el fondo de la cuestión litigiosa planteada.
	

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.

	Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 


SEGUNDO: Tras la celebración de la vista celebrada el pasado 24 de junio de 2014 quedaron fijados de forma suficiente los términos de la cuestión litigiosa que nos ocupa. La misma se centra exclusivamente en determinar si en el presente caso puede afirmarse que ha existido vulneración del derecho de información que le asiste al solicitante de arbitraje, o dicho de otro modo, si realmente la cooperativa está obligada a facilitarle copia de la documentación que él mismo ha exigido en diferentes ocasiones. En este sentido, consta expresamente en la solicitud de arbitraje que la documentación requerida era la siguiente:
“a) Que se le hiciera entrega de copia del Acta de Reuniones de la Junta Directiva en la cual se acordó denunciar ante la Guardia Civil la Alteración y Manipulación del Libro de Actas de esta Cooperativa.
b) Copia de la denuncia presentada ante la Guardia Civil por dicho motivo”.

Previo al análisis más detallado que seguidamente se recoge, y a la vista del contenido de la solicitud de arbitraje entrecomillado anteriormente, es necesario indicar desde un principio que no existe bajo ningún concepto la vulneración del derecho de información que se dice sufrida, procediendo desestimar íntegramente la solicitud de arbitraje presentada.

El contenido del derecho de información viene establecido expresamente en el artículo 36 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha. Si tenemos en cuenta que lo solicitado es información respecto de un determinado acuerdo adoptado por el órgano de administración de la cooperativa, es el apartado 2.c) del artículo antes citado el que establece que, en estos casos, sólo se podrá facilitar información al socio en la medida en que el acuerdo le pueda afectar individual o particularmente. Por tanto, para que se haya producido la vulneración del derecho que nos ocupa, es requisito ineludible que el acuerdo adoptado reúna los requisitos del referido artículo 36. 

Dejado sentado lo anterior, y una vez examinada la documentación que obra en el expediente arbitral, puede afirmarse que no queda suficientemente acreditado que el contenido del acuerdo cuya información solicita el demandante (adoptado con fecha 4 de mayo de 2011) le pueda afectar de forma directa, lo que le deslegitima legalmente desde un principio para reclamar cualquier tipo de información al respecto. A pesar de ello, consta asimismo en el expediente que la cooperativa demandada –actuando de forma absolutamente irreprochable- procedió a emitir certificado del contenido del acuerdo del Consejo Rector que se reclamaba con fecha 5 de marzo de 2012, facilitando incluso en el escrito por el que se daba traslado del mismo el número de atestado con el que quedó recogida la denuncia que se interesa. Es más, es que con anterioridad – concretamente con fecha 23 de enero de 2012 – se remitió carta al demandante por parte de la cooperativa en la que se indicaba de forma literal que, si se solicitaba previamente cita con el Presidente y el Secretario, “se le mostrarán el acta y la denuncia de las cuales solicita copia y si lo requiere se le podrá realizar certificación de las mismas”. No es admisible en el presente caso, por tanto, considerar que pueda existir vulneración del derecho de información, ni tan siquiera de forma remota.

Por otra parte, conviene puntualizar que el derecho de información que asiste a cada socio dentro de una cooperativa no tiene carácter ilimitado; es más, es necesario reconocerle a la propia sociedad determinados mecanismos con objeto de evitar intromisiones que pudieran ocasionar cierto desprestigio a la entidad en su conjunto o simplemente entorpecieran el normal funcionamiento de la misma, sobre todo cuando pudieran existir –como así parece en el presente caso- situaciones de conflicto en su seno. En consecuencia, el criterio adoptado por el Consejo Rector en relación con este punto no sólo se ajusta a la normativa aplicable, sino que va más allá al haber ofrecido al socio reclamante el examen del correspondiente libro de actas y haber accedido a certificar un acuerdo del que, a la vista de su contenido, no puede inferirse que le afecte de forma individual pese a que ostentaba el cargo de Presidente cuando se cometieron los hechos denunciados.   

[bookmark: SE3]	Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente


LAUDO ARBITRAL

Debe desestimarse la solicitud de arbitraje presentada por XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX, y declararse expresamente que no existe vulneración del derecho de información del socio en relación con el acuerdo adoptado por el Consejo Rector con fecha 4 de mayo de 2011. 



	El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 14 de agosto de 2014
EL ÁRBITRO



FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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